
 
 

 
 
 
 
 
 

 
Consejo Superior de la Judicatura 

        Consejo Seccional de la Judicatura del Atlántico 
                            JUZGADO SEGUNDO CIVIL DEL CIRCUITO EN ORALIDAD 
                                                                SOLEDAD – ATLANTICO  

 
JUZGADO SEGUNDO CIVIL DEL CIRCUITO EN ORALIDAD 

SOLEDAD, TREINTA Y UNO (31) DE MARZO DE DOS MIL VEINTITRES (2023). 
 
ASUNTO: ACCIÓN DE TUTELA DE SEGUNDA INSTANCIA  
RADICACIÓN: 2023-0029  (S.I  2023-0100-01) 
ACCIONANTE: BERTHA LASCARRO GUTIERREZ 
ACCIONADO: SOCIEDAD DE ACUEDUCTO, ALCANTARILLADO Y ASEO - TRIPLE A 

 
ASUNTO A TRATAR 

 
Se decide la impugnación a que fuere sometido el fallo de tutela adiado 15 de febrero de 
2023, proferido por el JUZGADO TERCERO CIVIL MUNICIPAL DE SOLEDAD dentro de la 
ACCIÓN DE TUTELA incoada por BERTHA LASCARRO GUTIERREZ, en contra de 
SOCIEDAD DE ACUEDUCTO, ALCANTARILLADO Y ASEO - TRIPLE A por la presunta 
vulneración de su derecho fundamental al MINIMO VITAL Y AGUA POTABLE 
 

 
HECHOS 

 
La parte accionante expresa como fundamentos del libelo incoatorio: 

 

 

 
 
 

  
PRETENSIONES 

 
La parte  accionante solicita : 
 

 

 

 
 

SIGCMA 
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DE LA ACTUACIÓN 
  
La acción de tutela correspondió por reparto al JUZGADO TERCERO CIVIL MUNICIPAL 
DE SOLEDAD, siendo admitida a través de providencia calendada el 24 de enero de 2023, 
ordenando a la accionada pronunciarse sobre los hechos planteados por la accionante. 
Asimismo, ordena NOTIFICAR en calidad de terceros con interés (no como sujetos pasivos 
o vinculados), a la SUPERINTENDENCIA DE SERVICIOS PUBLICOS DOMICILIARIOS, y 
a la PERSONERIA DE SOLEDAD 
 
Informes allegados en los siguientes términos: 
 
INFORME TRIPLE A 
MARIA ANTONIA BROCHERO BURGOS en calidad de Suplente del Representante Legal 
para Asuntos Judiciales, manifestó: 
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INFORME SUPERINTENDENCIA DE SERVICIOS PUBLICOS DOMICILIARIOS 
TERESITA PALACIO JIMENEZ,  en calidad de apoderada, manifestó: 
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FALLO DE PRIMERA INSTANCIA 

 
El JUZGADO TERCERO CIVIL MUNICIPAL SOLEDAD, a través de fallo de primera 
instancia calendado 15 de febrero de 2023 resolvió amparar los derechos invocados por la 
actora por cuanto le asiste el derecho al suministro del líquido ya que se encuentra en 
trámite un recurso ante la superintendencia y hasta tanto no sea resuelto el mismo, la 
accionada debe garantizar el suministro. 

 
FUNDAMENTOS DE LA IMPUGNACIÓN 

 
Inconforme con la decisión adoptada, la sociedad accionada impugna el fallo manifestando: 
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CUMPLIMIENTO DEL FALLO 
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PROBLEMA JURÍDICO 
 

De acuerdo con la situación fáctica puesta de presente en el acápite de antecedentes 
consiste en determinar:  
 
¿Es procedente la acción de tutela para amparar los derechos invocados por la accionante 
con ocasión de la solicitud de reconexión del servicio de agua?  
 
¿Se dan los presupuestos jurídicos fácticos para revocar la decisión impugnada? 

 
NORMATIVO Y JURISPRUDENCIAL 

 
El marco constitucional está conformado por el artículo 23  y 86 de la Constitución Política 
Decreto 2591 de 1991, Decreto 1382 de 2000 Sentencias T- 661-2008, T- 798-2007, T- 
787-2004, T- 881 -2002, T- 1082-2001, T -1025- 2007, T 161 – 2011, T- 146-2012, T- 047-
2013, T- 183- 2013,  T – 149-2013, T-239-2013, T-253-2014,  T-095-2015, T – 138 – 2017, 
T 155 – 2017 entre otras.  

CONSIDERACIONES 
 

El  Constituyente  del  91,  se preocupó  por  constitucionalizar  no  sólo  una  completa 
declaración   de   derechos,   sino   por   crear   los   mecanismos   idóneos   para   su   
eficaz protección. La acción de tutela se estableció en la Constitución Política Colombiana, 
como un mecanismo residual, para aquellos casos de violación de Derechos 
Fundamentales en los cuales la persona afectada no tuviere ningún otro mecanismo para 
protegerlos. 
 
MÍNIMO VITAL: La Corte Constitucional retomando importante jurisprudencia del Tribunal 
Constitucional Alemán, ha encontrado que la Constitución protege el derecho fundamental 
al “mínimo vital”. Este derecho se funda en el principio de solidaridad social y hace alusión 
a  la  obligación -del  Estado  o  de  un  determinado  particular -de  satisfacer  las  mínimas 
condiciones de vida de una persona. La Corte Constitucional se ha referido al mínimo vital 
de  diversas  maneras:   
(1)  como  derecho  fundamental  innominado  que  asegura  los elementos  materiales  
mínimos  para  garantizar  al  ser  humano  una  subsistencia  digna;  y  
(2) como el núcleo esencial de los derechos sociales –como el derecho a la pensión o al 
salario -cuya   garantía   resulta   necesaria   para   la   satisfacción   de   los   derechos 
fundamentales.  En  este  último  caso,  la  Corte  sostiene  que  un  derecho  social  puede 
adquirir el rango de fundamental por conexidad cuando se vulnera el mínimo vital. En 
cualquier caso, el mínimo vital es un derecho a la subsistencia que aun cuando no se 
encuentra  expresamente  contemplado  en  la  Constitución,  “puede  deducirse  de  los 
derechos a la salud, al trabajo, y a la asistencia o a la seguridad social”.  
 
Este derecho incluye,  el  núcleo  esencial  de  derechos  sociales  prestacionales  y  tiene  
como  función lograr una igualdad material, “cuando se comprueba un atentado grave 
contra la dignidad humana  de  personas  pertenecientes  a  sectores  vulnerables  de  la  
población,  y  siempre que  el  Estado,  pudiéndolo  hacer,  ha  dejado  de  concurrir  a  
prestar  el  apoyo  material mínimo sin el cual la persona indefensa sucumbe ante su propia 
impotencia.”  
 
VIDA DIGNA En reiterada jurisprudencia, esta Corporación ha sostenido que el derecho 
constitucional fundamental a la vida no significa la simple posibilidad de existir sin tener en 
cuenta las condiciones en que ello se haga, sino que, por el contrario, supone la garantía 
de una existencia digna, que implica para el individuo la mayor posibilidad de despliegue 
de sus facultades corporales y espirituales, de manera que cualquier circunstancia que 
impida el desarrollo normal de la persona, siendo evitable de alguna manera, compromete 
el derecho consagrado en el artículo 11 de la Constitución. Así, no solamente aquellas 
actuaciones u omisiones que conducen a la extinción de la persona como tal, o que la ponen 
en peligro de desaparecer son contrarias a la referida  disposición superior, sino también 
todas las circunstancias que incomodan su existencia hasta el punto de hacerla 
insoportable. Una de ellas, ha dicho la Corte, es el dolor cuando puede evitarse o 
suprimirse, cuya extensión injustificada no amenaza, sino que vulnera efectivamente la vida 
de la persona, entendida como el derecho a un existencia digna. También quebranta esta 
garantía constitucional el someter a un individuo a un estado fuera de lo normal con 
respecto a los demás, cuando puede ser como ellos y la consecución de ese estado se 
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encuentra en manos de otros; con más veras cuando ello puede alcanzarlo el Estado, 
principal obligado a establecer condiciones de bienestar para sus asociados. 
 
BUEN NOMBRE el derecho al buen nombre hace referencia a la reputación o fama que 
tiene una persona, el cual se lesiona por informaciones falsas o erróneas que se difundan 
sin fundamento y que distorsionen el  concepto público que se tiene de un individuo. Al 
respecto, afirmó que en ningún momento ha realizado aseveraciones mentirosas o que no 
correspondan a la realidad, por el contrario, lo que expresó en la publicación es que el 
comportamiento de la misma, en su condición de juez de la República, es irrespetuoso y 
poco decoroso, indicando en particular una demanda que cursa contra sus padres en el 
despacho judicial en el que es titular la actora. 
 
 

CASO CONCRETO 
 
El caso sub-examine, se contrae a verificar la existencia de la vulneración de los derechos 
fundamentales invocados por la señora BERTHA LASCARRO GUTIERREZ, en contra de 
TRIPLE A., con ocasión de la suspensión del servicio de agua potable. 
 
Por su parte la entidad accionada, en su informe, asegura no estar vulnerando los derechos 
de la actora por cuanto la suspensión del servicio obedeció al incumplimiento del pago; 
además que la petición presentada fue resuelta de manera oportuna y de fondo, respuesta 
contra la que la accionante presento recurso de reposición y en subsidio apelación, siendo 
resuelta la reposición fue concedida la apelación y remitida a la SUPERINTENDENCIA DE 
SERVICIOS PUBLICOS DOMICILIARIOS. 
 
En fallo de primera instancia el A quo resolvió amparar los derechos invocados por la 
accionante en atención a que se encuentra en trámite el recurso de apelación y hasta tanto 
el mismo no haya sido solucionado, la entidad accionada debe garantizar el suministro de 
agua potable. 
 
Para esta agencia judicial, resultó acertada la decisión adoptada por el A quo en el sentido 
de que la  Ley 142 del 94 en su artículo 155 dispuso: ““ARTICULO 155.- DEL PAGO Y DE 
LOS RECURSOS. Ninguna empresa de servicios públicos podrá exigir la cancelación de la 
factura como requisito para atender un recurso relacionado con ésta. Salvo en los casos de 
suspensión en interés del servicio, o cuando esta pueda hacerse sin que sea falla del 
servicio, tampoco podrá suspender, terminar o cortar el servicio, hasta tanto haya notificado 
al suscriptor o usuario la decisión sobre los recursos procedentes que hubiesen sido 
interpuestos en forma oportuna. 
 
Sin embargo, para recurrir el suscriptor o usuario deberá acreditar el pago de las sumas 
que no han sido objeto de recurso, o del promedio del consumo de los últimos cinco 
períodos”  
 
Con fundamento en lo anterior, seria del caso confirmar la decisión proferida en primera 
instancia de no ser porque la entidad accionada presenta escrito de cumplimiento del fallo 
con el que asegura reconectó el servicio a la accionante. Como prueba de lo anterior, aporta 
informe de visita psicosocial y el acta de reinstalación del servicio 
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Así las cosas, queda acreditado para este Despacho que los hechos que dieron origen a la 
presente acción de tutela fueron superados por lo que resulta procedente revocar el fallo 
proferido en primera instancia y en su lugar declarar la carencia de objeto por hecho 
superado. 
 
 
EN MÉRITO DE LO EXPUESTO, EL JUZGADO SEGUNDO CIVIL CIRCUITO DE 
SOLEDAD, ADMINISTRANDO JUSTICIA EN NOMBRE DE LA REPÚBLICA Y POR 
AUTORIDAD DE LA LEY, 
 

RESUELVE 
 
PRIMERO: REVOCAR el fallo de primera instancia proferido el 15 de febrero de 2023 por 
el JUZGADO TERCERO CIVIL MUNICIPAL DE SOLEDAD dentro de la solicitud de amparo 
instaurada por la señora BERTHA LASCARRO GUTIERREZ, en contra de la SOCIEDAD 
DE ACUEDUCTO, ALCANTARILLADO Y ASEO TRIPLE A, y en su lugar declarar 
CARENCIA DE OBJETO POR HECHO SUPERADO, de conformidad con lo expuesto en la 
parte motiva de este proveído.  
 
SEGUNDO: Notificar ésta providencia a las partes, así como al señor Defensor del Pueblo 
de la Ciudad y al juez a quo, por el medio más expedito y eficaz. 
 
TERCERO: Remítase el expediente a la Honorable corte constitucional para su eventual 
revisión, según lo dispuesto en el Decreto 2591 de 1.991. 
 

 
NOTA: SE FIRMA EN FORMATO PDF EN RAZÓN A LOS INCONVENIENTES QUE 

PRESENTA LA PAGINA DE FIRMA DIGITAL 
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